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Por el Sr. Alcalde del Ayuntamiento de _____________ se solicita de este Servicio de 

Asesoramiento Local, informe jurídico en relación con una vivienda propiedad del Ayuntamiento, 

la cual fue adquirida por compra a la Junta de Castilla y León el 25 de febrero de 1988. 

 

Esta vivienda pertenecía a la Junta de Castilla y León por Decreto Ley 972/1984, de 28 de 

marzo, en el que se aprobó el acuerdo de la Comisión Mixta sobre Traspaso a la Comunidad 

Autónoma de Castilla y León de funciones y servicios del Estado en materia de patrimonio 

arquitectónico y vivienda. No obstante, esta vivienda había sido adjudicada al Ayuntamiento por la 

extinguida “obra sindical del hogar y de arquitectura”, en régimen de acceso diferido a la propiedad, 

en fecha, de acuerdo con el escrito de solicitud de informe del Ayuntamiento, 1 de febrero de 1971.  

 

A la fecha de formalización de la escritura de compra-venta, 25 de febrero de 1988, la 

vivienda se encontraba ocupada por un policía local, y estaba acogida al régimen de viviendas de 

protección oficial. 

 

El Ayuntamiento quiere enajenar esta vivienda, por ello plantea las siguientes cuestiones: 

cuál es el procedimiento para enajenar la vivienda y cuál es el tipo de IVA aplicable. 

 

Antes de resolver las cuestiones que plantea el Ayuntamiento se ha de poner de manifiesto: 

Que la vivienda, según el escrito que el Ayuntamiento remite para la solicitud de informe, tiene 

naturaleza demanial; Que se halla acogida al régimen de viviendas de protección oficial, de acuerdo 

con la escritura pública de compra-venta y con el Registro de la Propiedad; Que el Ayuntamiento no 

señala cuál es el negocio jurídico que existe y en virtud del cuál la vivienda está siendo utilizada. 

 

Respecto de la naturaleza demanial de la vivienda: 

 

Los bienes de dominio público son inalienables, imprescriptibles e inembargables, de acuerdo 

con el artículo 132 de la Constitución Española. Que un bien sea inalienable implica que no cabe su 

enajenación, es decir, se prohíbe la transmisión de la propiedad de estos bienes ya sea a título 

oneroso o gratuito (permuta, compraventa, donaciones, aportaciones de bienes a sociedades 

mercantiles...) y se prohíbe también la constitución de cualquier otro acto de disposición sobre estos 

bienes (servidumbres, derecho de superficie, hipotecas, etc), salvo que se desafecte a través del 

procedimiento establecido. Este procedimiento lo regula el art. 8.1 del Real Decreto 1372/1986, de 

13 de junio, Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (RBEL).  

 

 Este procedimiento de alteración de la calificación jurídica, exige que se acredite en el 

expediente la oportunidad y la legalidad, tal y como preceptúa el artículo 81.1 Ley 7/1985, de 2 de 

abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL). Siguiendo a Chacón Ortega, podemos 

entender “por oportunidad lo que es adecuado al Municipio en la circunstancia que 

concurra...acreditar la legalidad, es tanto como seguir el procedimiento adecuado y dejar 

constancia de que no se infringe con la afectación o desafectación, el ordenamiento jurídico”.  

 

Ahora bien, la teoría es que un inmueble destinado a vivienda, aunque sea de titularidad 

pública y sujeta a algún régimen de protección oficial, no es un bien de dominio público. Ha puesto 

de manifiesto la doctrina que, a pesar de que estos inmuebles estén dedicados a usos declarados de 

interés público o social y que su régimen pueda aproximarse al régimen del dominio público, son 

bienes de naturaleza patrimonial, pudiendo en algunos casos formar parte del Patrimonio Público de 
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Suelo. En Castilla y León hasta el Decreto 45/2009 de 9 de julio, las viviendas de propiedad pública 

formaban parte del patrimonio público de suelo, no obstante, a partir de este Decreto desaparecen 

del art. 372 del el Decreto 22/2004 de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de 

Urbanismo de Castilla y León. 

 

Por tanto, el Ayuntamiento, antes de proceder a la enajenación de la vivienda, tiene que o bien 

alterar la calificación jurídica del bien de acuerdo con el procedimiento establecido declarándolo 

patrimonial o bien proceder a la rectificación del inventario de bienes, por entender que es un error 

que la vivienda aparezca como un bien de dominio público. La competencia para la aprobación de  

cualquiera de estos acuerdos es de Pleno. Las mayorías necesarias para su aprobación son: 

desafectación mayoría absoluta, rectificación mayoría simple.  

 

En relación con el régimen de protección oficial. 

 

Las viviendas de protección oficial, ya sean de promoción pública o de promoción privada, 

están sujetas a una duración del régimen legal de protección transcurrido el cual, de forma 

automática, dejan de estar sujetas a este régimen quedando como vivienda libre sin restricción 

alguna para su enajenación. Este plazo puede variar dependiendo del régimen que se aplicó en su 

día a la vivienda. Además, en el caso de que no hubiera trascurrido dicho plazo, previo 

cumplimiento de una serie de requisitos, se podría solicitar la descalificación de la vivienda de 

protección oficial. Si no se ha producido la descalificación automática por el paso del tiempo, o bien 

si no se puede descalificar de forma voluntaria, sólo se podrá enajenar a un precio tasado a aquellas 

personas que cumplan con unos determinados requisitos. En la Consejería de Fomento de la junta 

de Castilla y León y en concreto, en el Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, le informarán 

sobre todas estas cuestiones. Para obtener esta información les deberá facilitar el nº de expediente 

así como la calificación provisional y definitiva. La fotocopia de las escritura pública que se remite, 

señala: “...en virtud de expediente VA-342-CD/67”. 

 

De acuerdo con lo anterior el Ayuntamiento, antes de proceder a la venta, ha de consultar al 

Servicio Territorial de Fomento la situación de la vivienda.  

 

Negocio jurídico por el que se utiliza la vivienda. 

 

Expone el Ayuntamiento que esta vivienda está ocupada, sin embargo no señala cual es el 

título jurídico que ampara esta ocupación, si es que existe. 

 

Si la vivienda es un bien de dominio público su uso está sujeto a concesión administrativa y si 

es un bien patrimonial su explotación se realizará mediante arrendamiento o cualquier otra forma de 

cesión de uso, no siendo legal la cesión gratuita, de acuerdo con el art. 109.2 del Real Decreto 

1372/1986, de 13 de junio, por el que  se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, salvo que se haga a entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro y siempre que la 

actividad a ejercer beneficie a los habitantes del municipio.  

 

Si no existe título jurídico que ampare esta ocupación, la figura será la de “precario”, que es 

aquella situación por la que una persona cede a otra un bien para que lo use, sin que el precarista 

deba abonar renta alguna, y por una tiempo determinado. El precario vendría a ser una especie de  

comodato: “Si no se pactó la duración del comodato ni el uso a que había de destinarse la cosa 



 
 

Serv i cio  de  Asesoramiento  Local  

 3 

prestada, y éste no resulta determinado por la costumbre de la tierra, puede el comodante 

reclamarla a su voluntad” (art. 1750 Código Civil). El concepto de precario ha ido evolucionando y 

matizándose, tanto en la esfera civil, que es su esfera propia, como en la administrativa. 

 

Si la vivienda es un bien patrimonial, esta cesión en precario está prohibida, ya que no es 

posible la cesión gratuita de bienes patrimoniales, como ya se ha señalado. En este caso el 

Ayuntamiento podrá reclamar la posesión de la vivienda a su voluntad y en caso de ser desatendido 

acudir a la jurisdicción civil interponiendo la correspondiente demanda. 

 

Si la vivienda es de dominio público y no se siguió el procedimiento de concesión para su 

uso, también nos encontraremos ante un precario, en este caso administrativo, siempre que este uso 

sea gratuito, dependiente de la mera liberalidad o voluntad administrativa. El Ayuntamiento podrá 

acudir al desahucio por vía administrativa regulado en el art. 120 y siguientes del RB que dispone 

“La extinción de los derechos constituidos sobre bienes de dominio público o comunales de las 

Entidades locales, en virtud de autorización, concesión o cualquier otro título (en este caso de 

precario) y de las ocupaciones a que hubieren dado lugar, se efectuará por las Corporaciones, en 

todo caso, por vía administrativa, mediante el ejercicio de sus facultades coercitivas, previa 

indemnización o sin ella, según proceda, con arreglo a derecho”. El desahucio administrativo es un 

procedimiento de naturaleza administrativa que por tanto desarrolla la administración (en este caso 

el Ayuntamiento) sin intervención de los Tribunales y cuya finalidad última es el lanzamiento (el 

desalojo) de quienes sin título bastante ocupan bienes de dominio público. 

 

La resolución del precario o comodato puede estar sujeto a indemnización. Hay que distinguir 

entre un precario de primer grado que da lugar a indemnización y un precario de segundo grado que 

exonera a la administración del deber de indemnizar. La distinción entre una y otra depende de las 

circunstancias de estabilidad o interinidad del uso y de las condiciones de oportunidad y alteración 

de la causa originaria de esa situación jurídica de uso que acompañan a la acción revocatoria.  

 

No obstante, la enajenación de la vivienda, que sólo se podrá realizar si el bien es patrimonial, 

ha de respetar los derechos adquiridos por aquellos que estén ocupando la vivienda. Es decir, que si 

hay un contrato de arrendamiento vigente y la vivienda se vende, el comprador vendrá obligado a 

respetar ese arrendamiento suscrito en su día por el Ayuntamiento, al amparo de la Ley de 

arrendamientos urbanos que a la fecha del contrato le sea aplicable y que en este caso, por las 

fechas que nos señalan, será la de 1964, Ley de arrendamientos que contemplaba la prórroga 

forzosa. Además, puede que el inquilino tenga los derechos de tanteo y retracto derivados de ese 

contrato de arrendamiento. 

 

Procedimiento aplicable para la enajenación de la vivienda. 

 

Si la vivienda ha pasado al régimen de vivienda libre, de acuerdo con el art. 80 del Real 

Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de Régimen 

Local, artículo básico, la enajenación se realizará mediante subasta pública, a excepción de la 

enajenación mediante permuta. 

 

En el caso de que la vivienda no se hubiera descalificado habrá que consultar al Servicio 

Territorial de Fomento cuales son las condiciones a las que se sujeta dicha enajenación (requisitos 

que han de cumplir los adjudicatarios, precio tasado...), en este caso la vivienda seguirá siendo de 
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protección pública y lo procedente es que, mediante acuerdo expreso, esa vivienda se integre dentro 

del patrimonio municipal de suelo y que se enajene mediante el procedimiento de concurso público, 

que es la regla general para la enajenación de este patrimonio de acuerdo con el art. 378 del 

RUCYL. 

 

Tipo de IVA aplicable a la enajenación de viviendas. 

 

La Dirección General de Tributos, por Resolución 2/2000, de 22 de diciembre, ha formulado 

diversos criterios relativos al IVA de las operaciones urbanísticas, en relación con las cesiones 

obligatorias de terrenos a los ayuntamientos. De forma resumida señala, que la enajenación de estos 

terrenos edificables procedentes de cesiones obligatorias, al formar parte de un patrimonio 

empresarial, se realiza en ejercicio de una actividad empresarial, dirigida a la intervención en el 

mercado del suelo, quedando sujeta a IVA sin que se le pueda aplicar la exención del artículo 

20.Uno 20º. No obstante esta resolución no recoge los supuestos de enajenación de viviendas. 

 

En relación con la enajenación de viviendas habría que distinguir dos supuestos: las 

denominadas casas de maestros y las  promovidas por los propios ayuntamientos. En las 

denominadas casas de maestros, ante una consulta realizada por el Alcalde de un Ayuntamiento a la 

Agencia Tributaria ha resuelto ésta la cuestión señalando que estas enajenaciones efectuadas por los 

ayuntamientos no están sujetas a IVA, al no tener el Ayuntamiento la condición de empresario 

profesional. Así se desprende del Informe de la JCCA 41/2006, de 30 de octubre de 2006. Y 

respecto de las viviendas en las que los Ayuntamientos actúan como promotores inmobiliarios, a 

sensu contrario, se deduce que su venta estará sujeta al impuesto. 

 

En el supuesto planteado es claro que el Ayuntamiento no ha actuado como promotor 

inmobiliario, que no está ejerciendo una actividad empresarial, que la finalidad de esta enajenación 

no es intervenir en el mercado de suelo, por lo que esta transmisión no se sujeta a IVA. No obstante, 

en este último supuesto, el adquirente estará sujeto al impuesto de transmisiones patrimoniales de 

acuerdo con el RD Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados.  

 

Se emite el presente informe sin perjuicio de otro de mejor criterio fundado en derecho.  

 

 

En Valladolid, a 14 de agosto de 2013 

 

 

 


